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«a) Emitir informe previo en cuanto a los ante-
proyectos de ley y los proyectos de disposiciones
de carácter general que contengan normas rela-
tivas al sector audiovisual y sus eventuales modi-
ficaciones, así como elaborar informes y dictáme-
nes a iniciativa propia o a instancia del Parlamento
o del Gobierno.

b) Informar, con carácter preceptivo y vincu-
lante, sobre la propuesta del pliego de condiciones
formulada por el Gobierno, previamente a la con-
vocatoria de cada concurso de adjudicación de con-
cesiones.

c) Informar, con carácter preceptivo y vincu-
lante, sobre las propuestas presentadas en los con-
cursos de otorgamiento de concesiones para la ges-
tión de emisoras de radiodifusión sonora y de tele-
visión. También debe informar, con carácter pre-
ceptivo y vinculante, sobre las peticiones de reno-
vación de las concesiones, los expedientes de modi-
ficación del capital social de las empresas titulares
de la concesión, los expedientes de transmisión
de las concesiones y las revocaciones de éstas.»

2. Se añade la letra g bis al artículo 10 de la Ley
2/2000, con el siguiente texto:

«g bis) Proceder a la ejecución forzosa de los
actos que adopte, ante la inactividad de la persona
obligada y después de haber realizado la corres-
pondiente advertencia. Esta facultad puede com-
portar la imposición de multas coercitivas por un
importe de hasta 1.000 euros diarios.»

3. Se añade la letra q bis al artículo 10 de la Ley
2/2000, con el siguiente texto:

«q bis) Ejercer, a instancia de las partes en con-
flicto, y dentro del ámbito de sus competencias,
funciones arbitrales y de mediación en el sector
audiovisual.»

Artículo 3. Modificación del artículo 11.

1. El primer párrafo del artículo 11 de la Ley 2/2000
pasa a ser el apartado 1.

2. Se modifica el segundo párrafo del artículo 11
de la Ley 2/2000, ya modificado por la Ley 31/2002,
de 30 de diciembre, de medidas fiscales y administra-
tivas, que pasa a ser el apartado 2 y que queda redactado
del siguiente modo:

«2. La desatención de los requerimientos for-
mulados en virtud de lo que establece la letra h
del artículo 10 de la presente Ley es una infracción
leve y debe ser sancionada con una multa de hasta
30.000 euros, en el marco de las competencias
del Consejo del Audiovisual de Cataluña, sin per-
juicio de lo que establece el apartado 1. Deben
aplicarse las sanciones fijadas por el artículo 14.b
de la Ley 8/1996, de 5 de julio, de regulación
de la programación audiovisual distribuida por
cable, al incumplimiento de las obligaciones esta-
blecidas para los operadores audiovisuales a la
legislación de política lingüística.»

Artículo 4. Modificación del artículo 15.

Se añade el apartado 2 bis al artículo 15 de la Ley
2/2000, con el siguiente texto:

«2 bis. El Consejo ejerce la función recauda-
dora para el cobro de las sanciones impuestas y
de otros ingresos de derecho público que le corres-
pondan en el ejercicio de sus funciones, tanto en
periodo voluntario como en vía de apremio.»

Artículo 5. Modificación de la disposición transitoria
segunda.

Se modifica la disposición transitoria segunda de la
Ley 2/2000, que queda redactada del siguiente modo:

«Mientras no se apruebe la ley reguladora del
audiovisual en Cataluña, en cuanto a las potestades
sancionadoras del Consejo, son aplicables el régi-
men sancionador, la tipificación de las infracciones
y la determinación de las sanciones establecidas
por la legislación vigente y, en particular, lo que
disponen el capítulo V de la Ley 8/1996, de 5
de julio, de regulación de la programación audio-
visual distribuida por cable; el título IV del Decreto
15/2003, de 8 de enero, por el que se regula el
régimen jurídico transitorio de las televisiones loca-
les por ondas terrestres; el capítulo VII de la Ley
8/1995, de 27 de julio, de atención y protección
de los niños y los adolescentes y de modificación
de la Ley 37/1991, de 30 de diciembre, sobre
medidas de protección de los menores desampa-
rados y de la adopción; el capítulo VI de la Ley
25/1994, de 12 de julio, por la que se incorpora
al ordenamiento jurídico español la Directiva
89/552/CEE, sobre la coordinación de disposicio-
nes legales, reglamentarias y administrativas de los
estados miembros relativas al ejercicio de activi-
dades de radiodifusión televisiva, en el redactado
que dan la Ley 22/1999, de 7 de junio, de modi-
ficación de la Ley 25/1994; la Ley 15/2001, de
9 de julio, de fomento y promoción de la cinema-
tografía y el sector audiovisual, y la Ley 39/2002,
de 28 de octubre, de transposición al ordenamiento
jurídico español de diversas directivas comunitarias
en materia de protección de los intereses de los
consumidores y usuarios, y el título III de la Ley
41/1995, de 22 de diciembre, de televisión local
por ondas terrestres.»

Por tanto, ordeno que todos los ciudadanos a los
que sea de aplicación esta Ley cooperen en su cum-
plimiento y que los tribunales y autoridades a los que
corresponda la hagan cumplir.

Palacio de la Generalidad, 28 de junio de 2004.

PASQUAL MARAGALL I MIRA,

Presidente

(Publicada en el Diario Oficial de la Generalidad de Cataluña número 4166,
de 2 de julio de 2004.)

16618 LEY 4/2004, de 1 de julio, reguladora del
proceso de adecuación de las actividades de
incidencia ambiental a lo establecido en la
Ley 3/1998, de 27 de febrero, de la inter-
vención integral de la Administración Am-
biental.

EL PRESIDENTE DE LA GENERALIDAD DE CATALUÑA

Sea notorio a todos los ciudadanos que el Parlamento
de Cataluña ha aprobado y yo, en nombre del Rey y
de acuerdo con lo que establece el artículo 33.2 del
Estatuto de autonomía de Cataluña, promulgo la siguien-
te Ley 4/2004, de 1 de julio, reguladora del proceso
de adecuación de las actividades de incidencia ambiental
a lo establecido en la Ley 3/1998, de 27 de febrero,
de la Intervención Integral de la Administración Ambiental.
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PREÁMBULO

El proceso de adecuación de las actividades de inci-
dencia ambiental o que pueden afectar al medio, la salud
y la seguridad de las personas a las determinaciones
de la Ley 3/1998, de 27 de febrero, de la intervención
integral de la Administración ambiental, tal como esta-
blece la disposición transitoria primera de dicha Ley, ha
originado un conjunto de disfunciones que es preciso
corregir con urgencia.

La solución de la problemática planteada exige una
prórroga del plazo fijado para la adecuación de las acti-
vidades clasificadas en el anexo II de dicha Ley. Dado
que entre las causas que han originado la situación actual
destaca el hecho de que la mayoría de las empresas
han iniciado el proceso de adecuación a finales del año
2003 y que se ha producido un desbordamiento de la
capacidad de gestión, tanto de los verificadores ambien-
tales y profesionales del sector como de las mismas
administraciones, es preciso evitar que vuelva a produ-
cirse la misma situación con la aplicación de un esca-
lonamiento del proceso.

En el escalonamiento del proceso de adecuación es
preciso tener en cuenta también las actuaciones de con-
trol periódico de dichas actividades, y evitar así que cada
dos años o cada cuatro años se reproduzca la situación
de acumulación de actuaciones.

Así, pues, por razones de eficiencia es preciso que
el aplazamiento se complemente con el establecimiento
de un programa escalonado de adecuación.

Dado que la prórroga del plazo fijado para las acti-
vidades clasificadas en el anexo II de dicha Ley haría
coincidir prácticamente el nuevo plazo con el fijado para
la adecuación de las actividades clasificadas en el anexo I
de dicha Ley, es recomendable que el programa esca-
lonado de adecuación comprenda las actividades cla-
sificadas en ambos anexos.

La presente Ley regula, pues, este proceso de ade-
cuación a la Ley 3/1998 y establece también un pro-
cedimiento coercitivo específico para garantizar la efi-
cacia de dicho proceso.

Artículo 1. Objeto.

Las actividades de incidencia ambiental que en el
momento de la entrada en vigor de la Ley 3/1998, de
27 de febrero, de la intervención integral de la Admi-
nistración ambiental, estén clasificadas en los anexos
I y II de dicha Ley y que no hayan obtenido ni solicitado
aún la autorización o la licencia ambientales, de acuerdo
con lo establecido en dicha Ley, deben solicitar la auto-
rización o la licencia ambientales según lo establecido
en el Programa de adecuación de las actividades de
incidencia ambiental a la Ley 3/1998, que debe formular
el Gobierno.

Artículo 2. Programa de adecuación.

1. El Gobierno, para establecer el Programa de ade-
cuación, debe atender los siguientes criterios:

a) El proceso de adecuación de las actividades de
incidencia ambiental al régimen de autorización ambien-
tal y de licencia ambiental debe llevarse a cabo de forma
escalonada teniendo en cuenta: la antigüedad de la licen-
cia municipal de actividades clasificadas y de las auto-
rizaciones sectoriales en materia de medio ambiente,
la vulnerabilidad del medio potencialmente afectado y
la tipología y el número de actividades afectadas.

b) El proceso de adecuación debe finalizar antes
del 1 de enero de 2007.

c) Las solicitudes de adecuación de las actividades
clasificadas en el anexo II a la Ley 3/1998 presentadas

antes del 1 de enero de 2004 y que están pendientes
de resolución deben incluirse en el Programa de ade-
cuación y deben tramitarse y resolverse de acuerdo con
este Programa; por lo tanto, el plazo de resolución de
las solicitudes debe ser el fijado en el Programa. Se fija
el inicio de los controles periódicos de estas actividades
para el año 2009 y la revisión ordinaria de la licencia
ambiental para el año 2013.

d) Para las actividades en las cuales se proyecte
llevar a cabo un cambio deben solicitarse las corres-
pondientes autorización o licencia ambientales sin espe-
rar al plazo de adecuación que pueda resultar del Pro-
grama de adecuación.

2. Para garantizar el cumplimiento del Programa de
adecuación, el Gobierno debe dotar a las unidades admi-
nistrativas afectadas de los medios personales y mate-
riales necesarios.

Artículo 3. Régimen sancionador.

1. A efectos de garantizar el cumplimiento de las
determinaciones fijadas por el Programa de adecuación,
se tipifican las siguientes infracciones:

a) No presentar, dentro del plazo fijado en el reque-
rimiento de adecuación, la solicitud de autorización
ambiental o de la licencia ambiental acompañada de
la preceptiva documentación.

b) Presentar una documentación notoriamente insu-
ficiente o no adecuada, si no se corrige satisfactoria-
mente en el plazo otorgado al efecto por la Adminis-
tración, si:

Primero.—Se trata de documentos de presentación
obligatoria según la Ley 3/1998 y su desarrollo regla-
mentario.

Segundo.—Se refieren a aspectos que tienen una inci-
dencia especial en el medio ambiente, en la salud de
las personas y en la seguridad de las personas.

2. Las infracciones tipificadas en el presente artículo
se sancionan con una multa de hasta 6.000 euros. Tam-
bién pueden imponerse multas coercitivas con la cuantía
máxima de 200 euros y un máximo de tres consecutivas.
En el supuesto de que tras la imposición de las tres
multas coercitivas persista el incumplimiento del reque-
rimiento de adecuación, la actividad se considera clan-
destina y puede ser clausurada.

3. La potestad en lo que respecta a la imposición
de las sanciones fijadas en la presente Ley corresponde:

a) Al Departamento de Medio Ambiente y Vivienda,
por lo que se refiere a las infracciones relativas a las
actividades clasificadas en el anexo I de la Ley 3/1998
o en otras disposiciones de desarrollo o modificación
de los anexos y la clausura de las actividades clasificadas
en el anexo II.1 de dicha Ley a propuesta del corres-
pondiente ayuntamiento.

b) Al ayuntamiento, por lo que respecta a las infrac-
ciones cuya sanción no es atribuida al Departamento
de Medio Ambiente y Vivienda.

Disposición adicional. Aprobación del Programa de
adecuación.

El Gobierno debe aprobar el Programa de adecuación
de las actividades de incidencia ambiental a la Ley
3/1998 en el plazo de tres meses a contar de la fecha
de entrada en vigor de la presente Ley.

Disposición derogatoria.

Se deroga la disposición transitoria primera de la Ley
3/1998.
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Disposición final primera. Modificación del Programa
de adecuación.

Se faculta al Gobierno para que modifique, en el caso
de que se detecten nuevas disfunciones, el Programa
de adecuación a que se refiere la presente Ley.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

La presente Ley entrará en vigor al día siguiente de
su publicación en el Diari Oficial de la Generalitat de
Catalunya.

Por tanto, ordeno que todos los ciudadanos a los
que sea de aplicación esta Ley cooperen en su cum-
plimiento y que los tribunales y autoridades a los que
corresponda la hagan cumplir.

Palacio de la Generalidad, 1 de julio de 2004.

PASQUAL MARAGALL I MIRA,

Presidente

(Publicada en el Diario Oficial de la Generalidad de Cataluña número 4167,
de 5 de julio de 2004.)

16619 LEY 5/2004, de 9 de julio, de creación de
guarderías de calidad.

EL PRESIDENTE DE LA GENERALIDAD DE CATALUÑA

Sea notorio a todos los ciudadanos que el Parlamento
de Cataluña ha aprobado y yo, en nombre del Rey y
de acuerdo con lo que establece el artículo 33.2 del
Estatuto de autonomía de Cataluña, promulgo la si-
guiente Ley 5/2004, de 9 de julio, de creación de guar-
derías de calidad.

PREÁMBULO

En Cataluña se hace cada día más evidente la nece-
sidad de garantizar los derechos de los niños entre cero
y tres años y de atender las necesidades de las familias
y las nuevas realidades sociales.

Los niños de cero a tres años tienen derechos socia-
les, entre los cuales el derecho a la educación, un dere-
cho que el Gobierno debe garantizar de acuerdo con
los principios establecidos por la Convención de los dere-
chos del niño y la legislación vigente en esta materia,
especialmente la Ley 18/2003, de 4 de julio, de apoyo
a las familias, que en los apartados 1 y 2 del artículo
33 establece la promoción de plazas de educación infan-
til de primer ciclo. La educación, la deben compartir bási-
camente la familia y la guardería. Para que quien lo desee
pueda ejercer efectivamente este derecho universal, es
preciso que la red pública ponga al alcance de toda
la población el primer ciclo de la educación infantil en
condiciones de calidad.

Las familias actuales necesitan cada vez más com-
partir la educación de los niños con una guardería que
les permita hacer compatibles las responsabilidades
laborales o sociales con las familiares. Por ello, el pueblo
catalán, ejerciendo su derecho a la iniciativa legislativa
popular, reclamó que se satisficiesen unos requisitos
mínimos, de calidad y de respeto absoluto de los dere-
chos del niño, que el Parlamento quiere hoy garantizar.

Las sociedades modernas, como la catalana, han cam-
biado de una forma acelerada y exigen respuestas,
estructuras y compromisos nuevos, que es preciso que
se hagan realidad para contribuir a reequilibrar las rela-
ciones en la manera de vivir.

La más alta organización mundial sobre la infancia,
el Fondo Internacional de las Naciones Unidas para la
Ayuda Urgente a la Infancia (Unicef), proclama que «las
decisiones que se toman y las actividades que se realizan
en nombre de los niños durante este período fundamen-
tal influyen no sólo en la forma en que los niños se
desarrollan sino también en la forma en que los países
progresan».

La elaboración de un mapa escolar de centros de
cero a tres años con la participación de los agentes impli-
cados (administración educativa, administración local,
madres y padres, maestros y educadores, sindicatos y
movimientos de renovación pedagógica) debe permitir
planificar una oferta flexible y una red diversificada que
responda plenamente a las necesidades y tipos de acti-
vidad de cada unidad territorial. En el marco de esta
planificación se debería situar el reconocimiento de la
función social que cumplen algunas guarderías.

En este sentido, la presente Ley, fruto de la preo-
cupación y el compromiso activo de la sociedad catalana
por la educación de los niños, pretende ser un primer
paso hacia una oferta pública ajustada a la demanda
real y pretende responder a una reclamación genera-
lizada. La iniciativa legislativa popular que ha dado origen
a la presente Ley ha seguido un largo camino desde
las primeras movilizaciones y campañas de sus promo-
tores, en la primavera del 2002, hasta su presentación
en el Parlamento en la sexta legislatura, el 30 de diciem-
bre de 2002, y su definitiva aprobación en la séptima,
como muestra inequívoca de la voluntad permanente
de la cámara de atender las legítimas reivindicaciones
del pueblo catalán.

Artículo 1.

Las guarderías de la Generalidad y las de las admi-
nistraciones locales constituyen la red de guarderías de
titularidad pública de Cataluña. El Gobierno, en coor-
dinación y colaboración con los ayuntamientos, debe
impulsar el desarrollo de dicha red al objeto de asegurar
una oferta suficiente para la población menor de tres
años que solicite una plaza en cualquier lugar del terri-
torio de Cataluña.

Artículo 2.

El Gobierno debe garantizar que al final del período
2004-2008 la red de guarderías de titularidad pública
de Cataluña incluya un mínimo de treinta mil plazas de
nueva creación y que éstas se mantengan en el futuro.
En la creación de plazas, el Gobierno debe priorizar las
zonas socialmente desfavorecidas, debe respetar el equi-
librio territorial y debe tener en cuenta las fluctuaciones
de la demanda.

Artículo 3.

El Gobierno, por medio del departamento competente
en materia de educación y con la participación de los
ayuntamientos y los diferentes sectores educativos, debe
elaborar el mapa de guarderías de Cataluña en el plazo
de seis meses desde la entrada en vigor de la presente
Ley. Este mapa debe incluir las plazas existentes en las
guarderías integradas en la red de guarderías de titu-
laridad pública de Cataluña y en las guarderías de ini-
ciativa social y privada. Asimismo, debe incluir la pre-
visión de nuevas plazas de titularidad pública.

Artículo 4.

Por medio del departamento competente en materia
de educación, el Gobierno debe garantizar el carácter
educativo, la calidad y los requisitos mínimos que deben
cumplir los diversos modelos de guarderías que la rea-
lidad catalana exige, y debe considerar a éstas como
una parte del sistema educativo.


